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    INTRODUCCIÓN


    (CONTEXTOS, CONVENCIONES, PRECISIONES)




    Aunque metidas de prisa y corriendo, debo asentar la ristra de cuestiones que acoge la presente publicación en unas pocas pero necesarias estipulaciones, a fin evitar un exceso de aturullamiento aun sin prodigarme en aparatosos distinguos.




    1. Para empezar, no es dable al olvido que, incluso en los países de habla hispana, dominan nomenclaturas de diversa estirpe. Por ejemplo, en España se emplea el término “motivación” para designar indistintamente tanto el razonamiento judicial usadero en la resolución de la quaestio iuris como en la de la quaestio facti. No así en México, donde la palabra “motivación” se reserva al discurso judicial que afecta a la prueba de los hechos, mientras que con el vocablo “fundamentación” se significa el despliegue argumentativo que suele acompañar a las decisiones interpretativas. Y es posible que, en otros territorios nacionales, estén vigentes otras modas terminológicas.




    No por querencia particular sino por condicionamiento de mi ámbito de procedencia y residencia (el español), aquí daré por equivalentes las palabras “motivación”, “fundamentación” y hasta la expresión “razonamiento judicial” (según se acostumbra en mi país).




    2. Atendiendo a los objetivos que persiguen, las teorías de la “motivación” (o “fundamentación” o “razonamiento judicial”) caben ser identificadas como empíricas, analíticas y normativas1. Las empíricas describen de qué modo motivan los jueces sus sentencias en un lugar y periodo determinados. Las analíticas examinan la estructura de las razones pasibles de ser utilizadas en las motivaciones judiciales. Y las normativas prescriben cómo deben motivarse las sentencias.




    Las teorías más socorridas tienen un carácter mixto (englobando tanto asertos descriptivos sobre la práctica de los tribunales cuanto recomendaciones referidas a dicho comportamiento); y, de otro lado, es muy difícil que una teoría normativa de la motivación pueda (además de que no debe) abstraerse de cuanto se sabe sobre las maneras de motivar existentes y sobre la estructura de las razones utilizables en la motivación2.




    Resueltamente optaré por un enfoque normativo, si bien –por lo apuntado al final del párrafo anterior– aquí habrá de lo uno (prescripciones a mansalva) y de lo otro (también descripciones y análisis).




    3. Necesito agregar que, en consonancia con mi proyecto, iré tras un concepto de “motivación” muy comprometido. Cuando se afirma que una sentencia está motivada, se pueden asignar tres significados diferentes a la palabra “motivada”3: en un primer sentido, débil y descriptivo, una sentencia está motivada si se aducen razones en su favor; en un segundo sentido, fuerte y descriptivo, una sentencia está motivada si en su favor se aducen razones que de hecho han convencido a un auditorio determinado; en un tercer sentido fuerte y valorativo, una sentencia está motivada si en su apoyo se aducen buenas razones.




    Es esta tercera acepción la que congenia con mi approach normativo.




    4. Finalmente, una pequeña guía de lectura. Por mucho que este discurso pretenda ser uno, lo cierto es que irá troceado en capítulos (I, II, III, etcétera); los cuales, a su vez, contendrán apartados numerados (como 1, 2. 3, etcétera); en cuyo interior podrán distinguirse sub-apartados (como A, B, C, etcétera); y cada uno de ellos alojará, cuando proceda, segmentos menores (precedidos por los símbolos a), b), c), etcétera), no descartándose que dentro de estos últimos convenga distinguir unidades mínimas (identificadas mediante las notaciones i), ii), iii), etcétera).
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        3 Guastini, R. , “Due modelli di analisi della sentenza”, Revista trimestrale di diritto e procedra civile, 1988, N.° 4; p. 992 nota 3.


      


    


  




  

    Capítulo I


    LA MOTIVACIÓN DE LAS SENTENCIAS,


    IMPERATIVO CONSTITUCIONAL





    La obligación de motivar las sentencias es un precepto recogido en muchas Constituciones, bien expresamente o bien implícito en la noción de “debido proceso”. En la Constitución Española (CE), la que me servirá de referencia, aparece en su artículo 120.3 (“Las sentencias serán siempre motivadas…”); obligatoriedad extensible –según pacífica interpretación– a los autos judiciales.




    Durante cierto tiempo algunos pensaron que el citado precepto pertenecía a la clase de las denominadas normas reforzadas (normas que por materia corresponderían a la regulación legal ordinaria, pero que la Constitución, al acogerlas en su seno, les confiere el vigor propio de las normas constitucionales aun sin modificar su sustancia normativa). Es preciso desterrar esa idea; primero porque la norma constitucional del artículo 120.3 está provista en sí misma de alguna eficacia innovadora; y, segundo, porque esa norma sirve de instrumento imprescindible para dar vida a otros preceptos constitucionales.




    Veámoslo con algún mínimo detalle4.




    1. Principales innovaciones




    La simple inscripción de la motivación obligatoria de las sentencias en el recinto constitucional comporta –ya de por sí– consecuencias de calado nada despreciable.




    A. Una obligatoriedad universalizada




    En efecto, del artículo 120.3 CE desciende la generalidad del deber de motivar; nunca puede faltar la “ratio decidendi” de lo decidido en una sentencia; también en aquel sector del ordenamiento donde la ley guarde silencio al respeto o, incluso, si la ley excluyera explícitamente la motivación (como alguna vez ha sucedido en determinados códigos penales militares).




    A ello se añade, como corolario, la indisponibilidad del deber de motivar. Queda vetado al legislador ordinario dejar la motivación de las sentencias a merced de la voluntad de las partes.




    B. Los destinatarios de la motivación




    La obligación de motivar las sentencias arranca con las codificaciones del XVIII y se generaliza con las codificaciones procesales del XIX. Las fines que con ello se persiguen se incardinan dentro de una concepción endoprocesal de la motivación (convencer a las partes sobre la justicia de la decisión, enseñarles el alcance de la sentencia y facilitarles los recursos; y en lo que respecta a los tribunales que hayan de examinar los eventuales recursos presentados –tanto en apelación como en casación–, la motivación de las sentencias les permite un control más cómodo).




    La obligatoriedad de motivar, en tanto que precepto constitucional, representa un principio jurídico-político de controlabilidad; pero no se trata sólo de un control institucional (apelación y casación) sino de un control generalizado y difuso. Ni las partes, ni sus abogados, ni los jueces que examinan los recursos agotan el universo de los destinatarios de la motivación; ésta va dirigida también al público. Cuando la soberanía corresponde enteramente al pueblo, la actuación de la “iurisdictio” se convierte en expresión de un poder que el pueblo soberano ha delegado en jueces y tribunales. En un régimen democrático, la obligación de motivar es un medio mediante el cual los sujetos u órganos investidos de poder jurisdiccional rinden cuenta de sus decisiones a la fuente de la que deriva su investidura. Entramos así en un concepto extraprocesal de la motivación.




    De ahí deriva, como consecuencia obvia, la publicidad de la motivación. Pero, también, la de la inteligibilidad de la misma, no abusando de la jerga judicial en asuntos que son tratables adecuadamente sin salirse del lenguaje común. A ello debe añadirse, igualmente, la nota de la autosuficiencia de la motivación (en el sentido que ésta se baste por sí misma) ya que los ciudadanos nada saben de la controversia más allá de cuanto se dice en la sentencia; para ellos la motivación no es una de las fuentes de interpretación y valoración de la decisión judicial, sino la única fuente de conocimiento y control sobre la decisión.




    2. La motivación como exigencia de otros preceptos constitucionales




    Aunque el artículo 120.3 CE se baste por sí solo para imponer la obligación de motivar las sentencias, su inserción en una constelación de preceptos constitucionales le dota de una complementaria racionalidad instrumental.




    A. La jurisdicción como aplicación de la ley




    Está, en primer término, la idea misma de “administración de justicia” caracterizada por su sometimiento al “imperio de la ley” (artículo 117.1 CE); lo que suele traducirse por la ecuación de que la jurisdicción consiste fundamentalmente en la aplicación de la ley.




    Así las cosas, la motivación no es –como suele decirse– un instrumento de control sobre la aplicación del derecho, sino elemento constitutivo (nada menos) de la aplicación del derecho. ¿Por qué? Normalmente, no se estila decir que el legislador “aplica” la Constitución; es suficiente con que la ley sea compatible con lo dispuesto por la Constitución; y si se produce una contradicción entre ambas la ley será declarada inconstitucional. Es decir, cuando se trata de comportamientos (o decisiones o resultados) sólo cabe mirar si se ha contravenido o no una norma. Sin embargo, cuando se habla de “aplicar una norma” nos estamos refiriendo a un razonamiento. “Aplicar una norma” significa aducir una norma como fundamento de un comportamiento (o decisión o resultado) (p. ej. un creyente que se abstiene de matar porque en el decálogo se dice “no matarás”, está aplicando el quinto mandamiento de la ley mosaica; no así el ateo que no infringe ese mandamiento pero lo hace por otras razones). Por tanto, la motivación de una decisión judicial es una parte esencial de la sentencia. Así se entiende por qué la Constitución francesa del 5 fructidor año III establecía, en su artículo 208, que “les jugements sont motivés, et on y énonce les termes de la loi appliquée”. Ya sé la ingenuidad que supone, en nuestro tiempo, concebir la motivación como la mera enunciación de una disposición legal, pero esa es otra historia. Y el razonamiento aplicatorio quedaría cojo si no se verifica, además, el supuesto de hecho cuya existencia la norma misma estipula como condición de su aplicabilidad (ése es lugar que corresponde a los hechos probados).




    B. La interdicción de la arbitrariedad




    Para decirlo en dos palabras: los jueces gozan de márgenes para su discrecionalidad, directamente previstos por la ley (p. ej. cuando el legislador delega en el juez la cuantificación concreta de la pena entre un máximo y un mínimo) o indirectamente consentidos por ella (p. ej. por las inevitables holguras interpretativas que presenta el lenguaje legislativo). Ha habido una propensión a concebir la discrecionalidad como una facultad privativa y personal, pero ya en una sentencia del Tribunal Constitucional (STC 25 de febrero de 1987) se precisó que la discrecionalidad (consistente en “el uso motivado de las facultades de arbitrio”) no había de confundirse con la arbitrariedad (caracterizada por “la no motivación del uso de las facultades discrecionales”). La exigencia de motivar camina en paralelo a la magnitud de la potestad discrecional; a mayor discrecionalidad más motivación, puesto que la necesidad de motivar es proporcional a las posibilidades de elegir (y de decidir). Si no hay márgenes de decisión, la motivación está de más.




    Todo ello encuentra su aval constitucional más evidente en la clara letra del artículo 9.3 CE que consagra “la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos”; entre los que se incluye, por derecho propio, el “poder judicial” (Título VI CE).




    C. La presunción de inocencia




    Existe también un lazo que anuda la “presunción de inocencia” (artículo 24.2 CE) con la motivación de las sentencias aunque la doctrina descuide este tema o se contente con subrayar genéricamente la exigencia de la motivación fáctica pero sin desentrañar los requisitos que ha de satisfacer la motivación en materia de hechos para enervar la presunción de inocencia.




    La presunción, en cuanto “regla de juicio”, sirve fundamentalmente (además de para asignar el onus probandi) para fijar el quantum de la prueba (la culpabilidad ha de quedar probada más allá de toda duda razonable). Y, desde un prisma garantista, la presencia o ausencia de “duda razonable” trasciende la esfera de la convicción individual del juez para convertirse en asunto universalizable. Y la única manera de apreciar la universalizabilidad de la proclama “tengo duda “ o “no tengo duda” empieza por exponer las razones que sustentan la duda o la ausencia de duda.




    D. La tutela judicial efectiva




    En el artículo 24.1 CE despunta nítido el derecho de todas las personas a “obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos”. Y de ahí, el TC ha extraido la siguiente conclusión (no discutida por nadie): “el derecho a la tutela judicial efectiva no connota el obtener una decisión judicial conforme con unas pretensiones hechas valer en el proceso, sino el derecho a que se dicte una resolución jurídicamente fundada” (STC 9/1981). La resolución fundada en derecho supone la exigencia constitucional de la motivación, la cual cumpliría dos funciones: presentar el fallo como acto de racionalidad en el ejercicio del poder y, al mismo tiempo, facilitar su control mediante los recursos que procedan, entre ellos el de amparo ante el TC.




    3. ¿En que consiste la “motivación”?




    De poco sirve ahondar en el fundamento constitucional de una obligación (la de motivar las sentencias) si luego no disponemos de una idea más o menos precisa sobre el acto o la conducta objeto de esa obligación. Y precisamente en tan precaria situación nos abandona el artículo 120.3 CE. Tampoco las normas ordinarias de procedimiento proporcionan indicaciones algo más que genéricas en lo que respecta a la motivación (situación que algo mejora con la Ley del Jurado y la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil).




    Para remediar la carencia apuntada será bueno consultar cuál es el concepto de “motivación” usual en la cultura jurídica. Sin embargo, el término “motivación” no tiene, en el uso de los juristas, una acepción única5. En opinión de unos, la motivación consiste en la exteriorización del iter mental mediante el cual el juez llega a formular la decisión (concepción psicologista). Según otros, la motivación no tiene por qué describir cómo se ha ido formando la decisión, sino ha de justificarla mediante argumentos jurídica y racionalmente válidos (concepción lógica); si bien esto no prejuzga acerca de si hay o no nexos entre los “motivos” que inducen a decidir y las “razones” que sirven para justificar lo decidido6. ¿Cuál de las dos concepciones se amolda mejor a las funciones que la Constitución atribuye a la motivación?




    A. Objeciones contra la “motivación” como mera “exteriorización”.




    De entrada, se trata de un concepto falto de operatividad. En efecto, cuando una norma prescribe alguna conducta, el cumplimiento o incumplimiento de la misma ha de ser verificable. Ahora bien, ante preceptos que imponen la obligación de motivar ciertas decisiones, nadie está en condiciones de observar si el decisor ha plasmado o no sobre el papel el recorrido mental que realmente le ha conducido a la decisión; por tanto, habrá de ser algún otro elemento el que determine si el juez de turno ha acatado o no el precepto de motivar su resolución.




    De otro lado, ese concepto reduce la motivación a mera formalidad. Si la motivación hubiera de describir el camino intelectual que desemboca en la decisión, ¿consideraríamos cumplida la obligación de motivar con una fidelísima descripción de un razonamiento desastroso? Sólo si conferimos a la motivación obligatoria un carácter meramente formal, se podría aceptar que la autoridad normativa (el constituyente, el legislador, etcétera) no ordena razonar bien, basta con que los jueces expongan las razones reales que les han movido a tomar una decisión (aunque fueren ilógicas), cosa que nadie aceptaría.




    Por último, ese planteamiento peca de irrealidad a la vista de lo que ocurre con la motivación de las decisiones de los órganos judiciales colegiados. La decisión de un órgano colegiado está precedida por una deliberación, en la que cada uno va exponiendo (si lo desea) sus pros y sus contras acerca de cuál sea la resolución conveniente para el caso concreto (o guarda silencio y se limita a votar). La motivación de la sentencia corre de la cuenta de un ponente, de modo que la escritura de la motivación es un acto individual. Si el ponente desea que los otros magistrados del tribunal firmen la sentencia, será aconsejable que se haga eco de los argumentos esgrimidos durante la deliberación; pero no necesariamente de todos, ni se excluye que el redactor de la sentencia reformule a su gusto razones enunciadas por otros magistrados o las disponga según una arquitectura discursiva personal o agregue razones de propia cosecha en orden a dotar de mayor persuasividad a la motivación, etcétera. Por ello, “la motivación que altera u omite argumentos anticipados en la deliberación no es un documento falso; corresponderá al colegio evaluar la oportunidad de rectificaciones o integraciones antes del depósito en vista a una adecuada justificación del decisum, que podrá ser eventualmente distinta de la formulada en el curso de la discusión si la mayoría decide sustituir los motivos formulados precedentemente”7. Y así, la colegialidad de la motivación se expresa en la “aprobación y ‘apropiación’”8 del texto redactado por el ponente, independientemente de si constituye o no una especie de acta de la deliberación y, con mayor razón, independientemente de si refleja o no todos los individualizados itinerarios mentales (expresados o silenciados durante la deliberación) de los miembros del colegio. De modo que quien firma una sentencia (salvo que se desmarque de ella con un voto particular) hace suya la motivación confeccionada por el ponente.




    B. Ventajas de la “motivación” como “justificación”




    En la motivación lo que de verdad importa es lo expresado, independientemente de su correspondencia con lo pensado a la hora de decidir (aunque, normalmente, alguna habrá). Si no ¿para qué se impuso la obligatoriedad de la motivación?9




    Como más arriba indiqué, la obligación de motivar desempeña dos funciones: la burocrática (o técnico-jurídica, para favorecer el control de instancias superiores) y la democrática (o social, para permitir el control de la opinión pública). Pues bien, ambas funciones determinan necesariamente la hechura de la motivación. Malamente podría desempeñar esas funciones un discurso meramente informador de los motivos que han impulsado al tribunal a decidir esto o aquéllo, porque, como se ha visto, la motivación fue concebida para otros menesteres (controlar la justicia de las decisiones, tutelar a los individuos frente al Estado, permitir la censura popular sobre las eventuales arbitrariedades de los poderes públicos) en los que importan sobremanera las razones que da el juez y apenas nada, o nada a secas, ni los buenos modales (la cortés “transparencia” de lo que ha pasado por su cabeza) ni alguna de las virtudes morales (como la “sinceridad”)10. Por tanto, una motivación asimilada al reportaje de lo que ha pasado por la testa del juez, resulta inútil para cualquier persona afectada por la decisión. Lo que importa, en suma, es el vigor o la endeblez de las razones que esgrime un juez. Sostener en esta tesitura la concepción psicologista de la motivación conduce a piruetas alucinantes, como cuando nuestro TC, ante un recurso de amparo por decision indebidamente motivada, con toda la frescura del mundo dice que “en casos como el presente se hace manifiesto que la explicitación del proceso lógico y mental que ha conducido a la decisión no ha alcanzado un grado suficiente de expresión” (STC 55/1987). ¿Y cómo les consta eso a tan penetrantes magistrados?




    Por tanto, el enfoque que propugno se engalana con consecuencias teórico-prácticas muy relevantes.




    a) Destacaría, para iniciar, el carácter auto-referencial de la motivación escrita. Hacer de ella un mero duplicado de lo que ha pasado por la cabeza del juzgador la deja sin luz propia. Así que, una vez entendida la “motivación” como “discurso justificatorio”, sólo cuentan las razones valorables en sí mismas y no por remisión a una instancia ajena (la fidelidad al proceso mental decisional).




    b) Eso supone, en segundo lugar, un optimismo racionalista frente al desencanto que destila el escepticismo. Sólo en un contexto de abierta desconfianza hacia el razonamiento judicial, capaz de fundamentar con la misma solvencia (ninguna, a la postre) tanto una decisión como su contraria, se hace urgente e indispensable la “sinceridad” del decisor (que siquiera éste sea honesto y revele los móviles que le han inducido a determinarse por tal decisión) para compensar de algún modo la irreductible fragilidad del razonamiento judicial. Aquí, en cambio, se defiende la tesis de que no todas las razones tienen el mismo peso, sino que unas son preferibles a otras en virtud de un cierto número de criterios “objetivos” o al menos “intersubjetivos”.




    c) En tercer lugar, si no todas las razones poseen la misma dignidad, ello suscita el problema de la responsabilidad judicial. La responsabilidad interviene en aquel espacio en el que no todas las opciones valen por igual. Y sólo un clima de confianza en una razón apta para discriminar las razones correctas de las incorrectas (o menos correctas) hace inteligible la responsabilidad judicial como la capacidad y la obligatoriedad de responder con las razones adecuadas.




    d) De ahí se sigue, en cuarto término, que cuando el juez responde con razones no sólo justifica su decisión sino está justificándose: primero ante los usufructuarios inmediatos de su decisión y, luego, ante la ciudadanía en general (depositaria de la soberanía).




    e) Y, por último, el correlato de ese débito judicial no puede ser otro que el control (a cargo de los tribunales que atienden los recursos de las partes, así como a cargo del pueblo en general). Sólo es controlable lo público o lo publicado (y ahí no se incluye la correspondencia entre los párrafos de la sentencia y la intimidad del juzgador).




    4. Requisitos básicos de la “motivación” como “justificación”




    Lo plausible sería comenzar buscando algún respaldo normativo en las normas (constitucionales o procesales) concernientes a la materia para fijar los requisitos básicos que ha de satisfacer una “justificación” digna de ese nombre. Pero las susodichas normas no contienen indicaciones que nos presten auxilio; por tanto, no queda otro remedio que empeñarse en una operación largamente reconstructiva.




    A este respecto, la piedra angular reside en la distinción (muy al uso en la actualidad) entre justificación interna y justificación externa11. La justificación “interna” de un juicio exige que éste haya sido correctamente inferido de las premisas que lo sustentan; únicamente importa, por tanto, la corrección de la inferencia sin plantear ningún interrogante sobre si las premisas son o no correctas. En cambio, la justificación “externa” de un juicio consistiría en justificar las premisas que lo fundamentan.




    A. La motivación como justificación “interna”




    Lo primero que ha de exigirse a la motivación es que proporcione un armazón argumentativo racional a la resolución judicial. En la sentencia, la decisión final (o fallo) va precedida de algunas decisiones sectoriales. Es decir, la decisión final es la culminación de una cadena de opciones preparatorias (qué artículo legal aplicar, cuál es el significado de ese artículo, qué valor otorgar a esta o aquella prueba, qué criterio elegir para cuantificar la consecuencia jurídica –p. ej. la pena– dentro del espacio determinado por la ley, etcétera). En este marco, la buena andanza de la motivación pasa, necesariamente, por presentar la decisión final como el “resultado” de unas decisiones antecedentes (que funcionarían como premisas).




    Cuando las premisas son aceptadas por las partes y por el juez, sería suficiente la justificación interna. Pero, por lo común, la gente no se querella para que los jueces decidan, si dada la norma N y probado el hecho H, la conclusión resultante ha de ser la condena o la absolución. Las discrepancias que enfrentan a los ciudadanos casi siempre se refieren a si la norma aplicable es la N1 o la N2 (bien porque disienten sobre el artículo aplicable o sobre su significado), o si el hecho H ha sido probado o no, o si la consecuencia jurídica resultante ha de ser la C1 o la C2. Eso demuestra que, de ordinario, los desacuerdos de los justiciables giran en torno a una o varias de las premisas. Y, por tanto, la motivación ha de cargar con la justificación de las premisas que han conducido a la decisión, es decir con una justificación “externa”.




    B. La motivación como justificación “externa”




    Cuando las premisas son opinables, dudosas u objeto de controversia, no hay más remedio que aportar una justificación externa. Y de ahí se siguen nuevos rasgos del discurso motivatorio.




    a) La motivación ha de ser congruente (y, a fortiori, no contradictoria). Debe emplearse una justificación adecuada a las premisas que hayan de justificarse, pues no se razona de la misma manera una opción a favor de tal o cual interpretación de un artículo legal que la opción a considerar como probado o no tal o cual hecho. Pero si la motivación ha de ser congruente con la decisión que intenta justificar, parece lógico inferir que también habrá de serlo consigo misma; de manera que sean recíprocamente compatibles todos los argumentos que componen la motivación.




    b) La motivación ha de ser completa. Es decir, han de motivarse todas las opciones que directa/indirectamente y total/parcialmente pueden inclinar el fiel de la balanza de la decisión final hacia un lado o hacia el otro.




    c) La motivación ha de ser suficiente. No es una exigencia redundante de la anterior (la “completitud” responde a un criterio cuantitativo –han de motivarse todas las opciones–, la “suficiencia” a un criterio cualitativo –las opciones han de estar justificadas suficientemente–). No se trata de responder a una serie infinita de porqués. Basta con la suficiencia contextual; p. ej. no sería necesario justificar premisas que se basan en el sentido común, en cánones de razón generalmente aceptados, en una autoridad reconocida, o en elementos tendencialmente reconocidos como válidos en el ambiente cultural en el que se sitúa la decisión o por los destinatarios a los que ésa se dirige; en cambio la justificación se haría necesaria cuando la premisa de una decisión no es obvia, o se separa del sentido común o de las indicaciones de autoridades reconocidas, o de los cánones de razonabilidad o de verosimilitud ( en el bien entendido que son posibles decisiones fundadas en premisas inhabituales, pero en tal caso aquéllas se justifican sólo si está justificada la elección de las premisas sobre las que se fundan tales decisiones)12.




    5. Principales patologías de la motivación




    Establecer un listado de las deficiencias que arruinan las funciones de la motivación es un asunto inevitablemente ligado al control institucional de ésta; lo cual me da pie para efectuar una breve observación. Ésta atañe a la diferente circunstancia según si la patología de la motivación se toma como un síntoma o como la enfermedad misma. Así, cuando un tribunal que examina un recurso puede entrar en el fondo y decidir nuevamente sobre la causa, controla lo fundado de la decisión a través de la motivación; situación distinta es aquélla en la que el control no pasa a través de la motivación para llegar a la decisión sino que versa sólo y precisamente sobre la motivación. En el primer caso, el control de la motivación es un medio para controlar la justicia de la decisión (como ejemplifica el control en apelación); en el segundo, el control sobre la motivación se efectúa como un fin en sí mismo, controlando de ese modo la justificación de la decisión (situación que se retrata p. ej. en el control casacional en materia de hechos probados)13.




    Dicho esto, parece acertado agrupar los vicios atinentes a la motivación en tres rúbricas: “omisión”, “insuficiencia” y “contradictoriedad”, que convenientemente interpretadas e integradas permiten construir una útil tipología de las plagas que asolan –del todo o en parte– la motivación de las resoluciones judiciales.




    A. La motivación omitida




    La omisión recubre fenómenos de diferente naturaleza. Para hacernos cargo de ello, comenzaré distinguiendo la motivación formal y la motivación sustan­cial. La primera (la formal) está constituida por enunciados colocados topo­gráficamente en la parte que la sentencia dedica a la motivación. La segunda (la sustancial) se compone de enunciados cuyo contenido asume, directa o indirectamente, una función justificatoria de lo que se haya decidido. Es decir, la motivación formal es condición necesaria pero no suficiente para que también haya una motivación sustancial; sin motivación formal no hay motivación sustancial, pero ésta supone un plus respecto de aquélla puesto que la motivación formal puede ser sólo aparente. Por tanto, la existencia de la motivación formal exige la presencia de enunciados (presuntamente justifi­catorios), en tanto que la existencia de la motivación sustancial se basa en los significados (realmente justificatorios) de los enunciados formulados14.




    De lo dicho, cómodamente se infiere que son dos los géneros de omisión a destacar: formal y sustancial respectivamente.




    a) La omisión formal de la motivación se produce cuando la sentencia consta sólo de una parte dispositiva (o fallo), sin que en ella haya rastro de prosa supuestamente motivatoria. Es el vicio más clamoroso y, al mismo tiempo, el de mayor infrecuencia. Por ello, la conjugación de ambos aspectos –descaro y rareza– nos eximen de explayarnos sobre esta flagrante modalidad de omisión.




    b) De más compleja detección se revelan las situaciones reconducibles a la omisión sustancial. Las versiones de ésta más recurrentes en la jurisprudencia son las tres siguientes: la motivación parcial, la motivación implícita y la motivación per relationem (al menos algunas prácticas de estas dos últi­mas)15.




    i) Topamos con una motivación parcial cuando no se satisface el requisito de la “completitud” (esbozada hace poco); es decir cuando no se justifica(n) alguna(s) decisión(es) sectorial(es) que prepara(n) y condi­ciona(n) la resolución final. Al respecto, distan de ser insólitas las sentencias pródigas en argumentos atinentes a la quaestio iuris y, sin embargo, mudas o expeditivas (merced a fórmulas estereotipadas) en lo tocante a la quaestio facti (o a medulares aspectos de ésta). Hábito parecido suele afectar también a la individualización de consecuencias y seguramente –aunque con fre­cuencia más espaciada– a otro tipo de decisiones (no obstante su reflejo en el fallo conclusivo).




    ii) La denominada motivación implícita consiste sintéticamente16 en suponer que, cuando no se enuncian las razones que fundan una decisión, ésas se infieren de alguna otra decisión tomada por el juez. Así, si el órgano judicial otorga credibilidad al testimonio de Pedro (aduciendo que éste no mantiene vinculación, ni para bien ni para mal, con el acusado) pero se la deniega a la declaración de Pablo, consuegro y socio capitalista del imputado (sin adjuntar un triste motivo), las razones de esa desconfianza se deducen –por obra del argumento e contrario– de las razones que militan a favor de lo testificado por Pedro. Y eso se revela tan luminosamente razonable que obliga a bajar cualquier mirada crítica a ese respecto.




    No obstante, hay un uso muy socorrido de motivación implícita que se embala hacia una omisión pura y simple. Tal acaece cuando el argumento que justifica una opción no faculta derivar e contrario las razones que fundamen­tarían la exclusión de otra opción alternativa. Imaginemos, por poner algo, que Pedro haya muerto a causa de un único y certero disparo en el entrecejo y que Pablo es acusado del hecho porque un testigo, honesto y desinteresado, asegura haberlo visto. Pero si la defensa arguye, documentadamente, que Pablo sufre de parkinson y es muy improbable que una mano con pulso tembloroso pueda colocar un balazo tan certero, la credibilidad otorgada al testimonio acusatorio deja intacta la necesidad de rebatir expresamente el argumento del abogado defensor, porque las razones esgrimidas para conferir sinceridad al testigo no aniquila per se el valor de los certificados médicos ni de lo que de éstos quepa extraer.




    Empero, por desgracia, a menudo se adultera la motivación implícita hasta el extremo de un manejo tan basto y saturado de desvergüenza como éste: si el juez acepta los argumentos o pruebas de la acusación, eo ipso debe inferirse que implícitamente está rechazando los argumentos o pruebas tendentes a una resolución absolutoria.




    iii) Estaríamos ante una motivación per relationem cuando el juez, al tomar una decisión respecto de algún punto controvertido, no elabora una justificación autónoma ad hoc sino remite a las razones contenidas en otra sentencia17.




    Es cierto que la relatio a veces se presta a algún abuso mareante, como acontece con la motivación “matrioska” (una sentencia remite a la motivación de otra sentencia, la cual reenvía al razonamiento de una tercera sentencia, y así sucesivamente)18; o a alguna trapacería retórica, como cuando el objeto de la relatio no es la verdadera ratio decidendi de la sentencia invocada sino una afirmación que se deja caer por si acaso y no estrictamente pertinente al objeto del juicio19. Con todo, las deficiencias apuntadas (y otras de porte similar) no pasan de ser menudencias en comparación con una forma gruesa de motivación omitida; alarmante no tanto por su despropósito cuanto por la buena conciencia de la que suele acompañarse.




    Me refiero a esa práctica difundida –mansa y apacible– de remisión escueta al razonamiento de la sentencia cuya impugnación constituye precisamente el objeto del recurso. Pues bien, a despecho de este uso (de este abuso sería más propio decir) al que se presta la motivación per relationem, existe una contundente contrain­dicación que lo deja fuera de combate. Una sentencia recurrida no puede convertirse en la solución del recurso porque, al ser ella misma objeto del recurso, es el problema a resolver. Es decir, el recurrente intenta provocar un novum iudicium con vistas a la reforma de la sentencia recurrida; de modo que negar la obligatoriedad de una motivación explícita ad hoc significaría pervertir la lógica misma del recurso; pues en éste “no se trata sencillamente de una reproducción de los planteamientos de la primera instancia sino de la impug­nación de una sentencia. El recurrente no pretende la modificación del statu quo anterior al litigio sino el de la sentencia impugnada que ha introducido por sí misma un nuevo statu quo. Si la sentencia superior nada dice por su parte, ha burlado el derecho del recurrente a obtener una respuesta fundada”20.




    B. De la motivación insuficiente




    Para hacernos cargo del significado de “motivación insuficiente” (no con­fundiéndola con la motivación incompleta o parcial, censada en el apartado anterior), reiteraré lo dicho antes subrayando que “motiva­ción completa” y “motivación suficiente” no son expresiones redundantes. La primera (motivación completa) es la que justifica todas las decisiones relevantes que predeterminan la decisión final. La segunda (motivación suficiente) es la que aporta las razones (jurídicas y de otra índole) necesarias para ofrecer una justificación apropiada.




    Por descontado, difícilmente se abarca en pocas líneas el abanico de casos de motivación insuficiente. A título de ejemplo21, el juez incurre en este vicio: cuando no expresa las premisas de sus argumentaciones, cuando no justifica las premisas que no son aceptadas por las partes, cuando no indica los criterios de inferencia (p. ej. máximas de experiencia) que ha manejado, cuando no explicita los criterios de valoración adoptados, cuando al elegir una alternativa en lugar de otra no explica por qué ésta es preferible a aquélla, etcétera.




    C. Sobre la motivación contradictoria




    La contradictoriedad de la motivación se manifiesta particularmente en algunas situaciones típicas22.




    La más paladina, aunque infrecuente, es la contradicción entre el dispositivo (fallo) y la motivación de la sentencia; o incluso si falta conexión entre la decisión y los argumentos aducidos en la motivación (aunque este supuesto bien pudiera considerarse como motivación “omitida”).




    Más compleja, pero menudea también más, es la situación en la que la motivación misma es contradictoria porque contiene argumentos que chocan entre sí (p. ej. si la afirmación de un testigo unas veces se considera atendible y otras no en idénticas circunstancias relevantes).




    Tendrían también sitio en esta rúbrica las motivaciones llamadas “ilógicas”; es decir, aquéllas que, aun no manejando argumentaciones incompatibles, sin embargo no respetan la coherencia contextual.




    Finalmente caben en esta clase de motivaciones contradictorias aquéllas que no respetan las reglas de la lógica, de la ciencia o de la experiencia común.




    6. ¿Que debe motivarse en una sentencia?




    Una sentencia puede compendiar una serie de decisiones, cada una de las cuales requiere su aneja justificación. Ajustándome a un “modelo” o esquema de decisión judicial que goza de amplia difusión23, serían identificables las siguientes decisiones: 1) decisión de validez (relativa a si la disposición aplicable al caso es o no jurídicamente válida); 2) decisión de interpretación (que gira en torno al significado de la disposición que se estima aplicable); 3) decisión de evidencia (que se refiere a los hechos declarados como probados); 4) decisión de subsunción (relativa a si los hechos probados entran o no en el supuesto de hecho que la norma aplicable contempla); y 5) decisión de consecuencias (cuáles han de seguir a los hechos probados y calificados jurídicamente).




    Procede aclarar que el juez no afronta siempre todas esas decisiones, ni obligatoriamente en ese orden, ni se trata de decisiones necesariamente independientes. Por ejemplo, puede suceder que la disposición aplicable al caso sea de una meridiana claridad (y por tanto, huelga cualquier decisión de interpretación); o que la validez de la norma aplicable dependa de la interpretación que se haga del artículo legal correspondiente (y por tanto, la validez queda a expensas de la interpretación); o que la subsunción esté predeterminada por la interpretación del texto legal y por los hechos declarados como probados (de modo que la subsunción se convierte en una operación mecánica y no decisional).




    Desde el punto de vista de la motivación, en su vertiente de justificación interna, aquélla ha de encadenar la secuencia de decisiones adoptadas (ejemplificadas en el modelo descrito), de manera que el fallo aparezca como la desembocadura lógica de todas las precedentes. Esto no suele suscitar mayores problemas puesto que, hasta los jueces más recalcitrantes con la motivación obligatoria, acostumbran a cumplir con ese cometido. Sin embargo, las dificultades surgen en la fundamentación de las premisas, es decir en lo que se ha convenido en denominar justificación externa. Cada premisa (o decisión sectorial) exige una motivación particularizada, pero, por razones de economía y oportunidad, me limitaré al razonamiento concerniente a la “decisión de interpretación” (a la que consagraré escaso espacio –justo el capítulo II– porque es la preferida de los más conspicuos tratadistas24 y a ello poco o nada tendría yo que sumar), a la “decisión de evidencia” (a la que daré un trato preferente –al menos en extensión: ocupando los capítulos III, IV y V– porque me resulta más familiar) y, finalmente, a la “decisión de consecuencias” (auténtica cenicienta en los tratados más al uso sobre razonamiento judicial y, por poco que de ella se diga –capítulo VI–, siempre será algo).


    




    

      

        4 Me he ocupado de todo ello más pormenorizadamente en mi libro La motivación de las sentencias, imperativo constitucional, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2003; pp. 19-57. Y me remito a las fuentes allí citadas.


      




      

        5 Cfr. Taruffo, M., “Motivazione della sentenza –dir. proc. civ.”, Enciclopedia Giuridica, Roma, 1990; p. 1 ss.


      




      

        6 Si quisiéramos establecer si hay correspondencia entre los móviles o razones que han impulsado a un juez a tomar una decisión y las razones motivatorias que se expresan por escrito en la sentencia, seguramente saldría este balance: que la motivación es algo más (porque puede emplear razones no utilizadas durante la decisión), algo menos (porque no contiene todos los elementos que han influido en la decisión) y, de cualquier modo, algo diferente (porque su función fundamental es justificativa y no heurística) (Taruffo, M., Il vertice ambiguo. Saggi sulla cassazione civile, Bolonia, 1991; p.139).


      




      

        7 Amodio, E., “Motivazione della sentenza penale”, Enciclopedia del diritto, Milán, 1977; p. 201.


      




      

        8 Andreani, A., “La motivazione della sentenza amministrativa”, en VV.AA., La sentenza in Europa. Metodo tecnica e stile, Padua, 1988; p. 449.


      




      

        9 Seguiré a Taruffo, M., La motivazione della sentenza civile, Padua, 1975; pp. 370-413.


      




      

        10 Con estas palabras un tanto destempladas trato de insistir en que la motivación no tiene como finalidad conocer el proceso volitivo del órgano sino primordialmente posibilitar el control y fiscalización del acto mismo (cfr. Tardio Pato, J. A., Control jurisdiccional de concursos de méritos, oposiciones y exámenes académicos , Madrid, 1986; p. 88).


      




      

        11 Distinción elaborada por el autor polaco Wróblewski, J. y recurrente en muchas de sus obras; por ejemplo en Constitución y teoría general de la interpretación jurídica, Madrid, 1985; p. 5.


      




      

        12 Taruffo, M., Il vertice ambiguo..., pp. 147-148.


      




      

        13 Taruffo, M., “Motivazione della sentenza civile (controllo della)”, Enciclopedia del diritto (Aggiornamento III), Milán, 1999; p. 780.


      




      

        14 Chiassoni, P., La giurisprudenza civile: metodi d´interpretazione e tecniche argomentative, Milán, 1999; pp. 133 y 136-137.


      




      

        15 Taruffo, M., “La motivazione...”, p. 785.


      




      

        16 Para más pormenores, Taruffo, M., La motivazione..., pp. 430-437.


      




      

        17 Para una fenomenología de la relatio, cfr. Taruffo, M., La motivazione…, pp. 422-430.


      




      

        18 Zaballi, U. – Savoia, R., La motivazione dell´atto amministrativo, Milán, 1999; p. 54.


      




      

        19 Saitta, A., Logica e retorica nella motivazione delle decisión della Corte costituzionale, Milán, 1996; p. 175.


      




      

        20 Nieto, A., El arbitrio judicial, Barcelona, 2000; p. 287.


      




      

        21 Taruffo, M., “Motivazione...”, pp. 785-786.


      




      

        22 Taruffo, M., “Motivazione...”, p. 786. También Guzmán Fluja, V. C., El recurso de casación civil, Valencia, 1996; pp. 208-211.


      




      

        23 Wróblewski, J., The Judicial Application of Law, Dordrecht, 1992; pp. 30-35.


      




      

        24 Por poner una reciente referencia, cfr. Gascón Abellán, M. – García Figueroa, A. J., La argumentación en el derecho, 2.ª ed., Lima, 2005; capítulos III, IV, V, VI, VII y VIII. Para el análisis aplicado a la jurisprudencia de un tribunal concreto, a partir de sólidas bases teóricas, cfr. Ezquiaga Ganuzas, F. J., La argumentación interpretativa en la justicia electoral mexicana, México DF, 2006.
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